SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°080
RADICACIÓN: 66001318700220180005201
ACCIONANTE:  LAURENTINO GÓMEZ HOYOS
CONFIRMA NEGACIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 31 de agosto de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :

 66001318700220180005201

Accionante:                       Laurentino Gómez Hoyos
Accionado:
 UARIV
Magistrado Ponente: 
Jorge Arturo Castaño Duque
Temas:    

MÍNIMO VITAL / PERSONA DESPLAZADA /  ACCESO A LA INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA/ TRÁMITE PREVISTO EN LA RESOLUCIÓN 1958 DEL 6 DE JUNIO DE 2018/  FALTA DE VENCIMIENTO DEL PLAZO -120 DÍAS –PARA QUE LA UARIV RESUELVA LA PROCEDENCIA DE LA PETICIÓN/ CONFIRMA -NIEGA
Como bien lo señaló la Directora de Reparaciones (e) de la UARIV, dicho acto administrativo fue proferido en virtud de lo ordenado por la Corte Constitucional en el auto 206 de abril 28 de 2017 numeral séptimo, en el que se dispuso que debía reglamentar el procedimiento para la obtención de la aludida indemnización. Decisión en la que también, entre otras cosas, se exhortó por dicho Tribunal a los Jueces de la República para se abstuvieran de impartir temporalmente órdenes relacionadas con reconocimientos económicos, y posponer las sanciones por desacato que exige su cumplimiento. 

Se tiene conocimiento que el hoy accionante fue priorizado y se le asignó cita para julio 30 de 2018 con el fin de allegar la documentación pertinente, y luego de ello empiezan a correr los 120 días a los que hace referencia el artículo 12 de la mencionada Resolución 1958, es decir, todavía la entidad se encuentra dentro del plazo establecido.

En esas condiciones, como bien lo determinó la funcionaria a quo, se advierte que por parte de la UARIV se han desplegado las acciones tendientes a que se le otorgue al accionante, de cumplir con los requisitos para ello, la indemnización administrativa.

(…)

Por tanto, como quiera que se comparten los argumentos expuestos por el fallador de primer nivel para negar el amparo de derechos fundamentales, se confirmará la providencia impugnada.

                     REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
                                     RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta y uno (31) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

                                                                  Acta de Aprobación N°739
                                                    Hora:11:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el representante del Ministerio Público frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela impetrada por el ciudadano LAURENTINO GÓMEZ HOYOS contra la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-.

2.- DEMANDA 


De lo consignado en el escrito de tutela se extracta lo siguiente: (i) mediante sentencia de tutela de junio 27 de 2017, el Juzgado Cuarto Administrativo de esta ciudad ordenó a la UARIV la inclusión del señor LAURENTIVO GÓMEZ HOYOS en el Registro Único de Victimas; (ii) debido a que pasaron 54 días sin que se le diera respuesta al derecho de petición de julio 29 de 2017, en el que solicitó el pago de la indemnización administrativa a la que tiene derecho, instauró una nueva acción de tutela que correspondió al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, despacho que amparó su derecho fundamental y ordenó a la entidad que dentro del término de 48 horas se pronunciara de fondo sobre su solicitud; (iii) en diversos oficios y luego de haber presentado otro derecho de petición con ayuda de la personería, la entidad le ha indicado que debe acercarse a los puntos de atención regionales para llevar la documentación requerida, sin embargo allí le han manifestado que no pueden recibirle los citados documentos; y (iv) refiere que es una persona de 79 años que carece de ingresos económicos, y debe trabajar para cubrir sus necesidades y las de su hijo que padece una discapacidad.
Por lo anterior considera vulnerados sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la dignidad humana, a la igualdad y a la buena fe, cuya protección solicita, y en consecuencia se le ordene el pago inmediato de la reparación administrativa a la que tiene derecho en su calidad de víctima.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

El juzgado de conocimiento admitió la demanda y corrió traslado de la misma a la UARIV, entidad que se pronunció en los siguientes términos:
- La Directora de Reparaciones (e) de la UARIV indicó que el señor LAURENTIVO GÓMEZ HOYOS se encuentra en el Registro Único de Víctimas –RUV desde julio 4 de 2017, bajo el marco normativo de la Ley 1448/11 radicado FUD. N000222049, por el homicidio del señor JIMMY ANTONIO GÓMEZ CORREA.
Señala que en lo tocante a la solicitud de reparación administrativa elevada por el tutelante, en atención a la orden séptima del auto 206 de 2017 emitido por la Corte Constitucional, la Dirección General de la Unidad de Víctimas expidió la Resolución 01958 de junio 06 de 2018, por medio de la cual se establece el procedimiento para el acceso a la medida individual de indemnización administrativa.

Señala que en el caso del accionante, al encontrarse bajo situaciones de vulnerabilidad extrema tiene una ruta priorizada, al enmarcarse dentro de los supuestos contenidos en el artículo 8 de la citada resolución, toda vez que se trata de una persona de 79 años. En atención a ello se le asignó cita para julio 30 de 2018 a las 10:45 am, en la que deberá allegar los  documentos que le fueron requeridos en oficio de julio 24 de 2018.
Cumplido lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11 y 12 de la Resolución 01958 de 2018, se cuenta hasta con 120 días hábiles para realizar el análisis del asunto y brindar una respuesta de fondo, en la que le será indicada si le asiste o no el derecho a acceder a la medida administrativa.

De resultar beneficiado el actor con la citada medida indemnizatoria, la UARIV le asignará un turno de desembolso de los recursos dentro de los 30 días hábiles siguientes a habérsele comunicado de forma favorable la respuesta por la cual le reconoce el derecho a la indemnización administrativa.

La respuesta emitida cumple con los presupuestos que ha establecido la jurisprudencia constitucional, toda vez que se ha resuelto de fondo la pretensión, en congruencia con lo solicitado, y de manera oportuna, al informársele el procedimiento que habrá de seguirse.
Considera que se presenta un hecho superado, al haberse demostrado la diligencia de la entidad para proteger los derechos fundamentales cuya protección se invoca; por tanto, pide negar el amparo impetrado.

3.3- Culminado el término constitucional el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) negó la protección de los derechos invocados por el tutelante, y al efecto argumentó: (i) de acuerdo con lo determinado por la jurisprudencia la acción de tutela es improcedente para resolver conflictos económicos que no conlleven a la vulneración de un derecho fundamental, por cuanto ese tipo de situaciones deben ser del resorte de las respectivas acciones judiciales; (ii) el mero hecho de ser desplazado o tener un familiar que haya sido víctima de una conducta de homicidio, no significa que la indemnización administrativa esté reconocida, puesto que para ello se debe acreditar el cumplimiento de unos requisitos previamente establecidos, los cuales aún no se han dado en el presente caso; y (iii) no puede decirse que la UARIV ha afectado los derechos fundamentales del accionante al mínimo vital, a la dignidad humana, a la igualdad y a la buena, por cuanto su solicitud se encuentra en trámite.
4.- IMPUGNACIÓN

El representante del Ministerio público solicita se revoque la determinación adoptada, y en su lugar se conceda el amparo invocado, a cuyo efecto argumentó:

Los términos para reconocer la indemnización administrativa solicitada por el accionante se encuentran ampliamente superados, y el retraso no es imputable a éste, razón por la cual por vía de tutela puede pedirse su reconocimiento, puesto que se trata de un sujeto de especial protección por haber sido víctima del conflicto armado y estar debidamente reconocido por la UARIV. Dicho retardo desconoce la dignidad humana y el mínimo vital como derechos fundamentales conexos de la primera generación.

El término con el que cuenta la entidad accionada para resolver de fondo el asunto no se vislumbra claro, y precisamente ante ese vacío legislativo el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Subsección B, en  providencia de enero 15 de 2015, en la que se analizó un asunto similar, dio un plazo de 60 días para que se diera una respuesta formal y material.

En esas condiciones, en atención a que dicho pronunciamiento constituye fuente formal de derecho, pide se ordene a la UARIV que en un término razonable de 60 días brinde la respuesta y le dé cumplimiento a ella, en consideración a la figura de priorización y por tratarse de un sujeto de especial protección. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
De conformidad con lo argumentado por el representante del Ministerio Público, debe determinar la Sala el grado de acierto o desacierto de la decisión de primera instancia, en cuanto concluyó que en el evento sometido a estudio no se presenta una situación vulneradora de derechos causada por la UARIV.

5.2.- Solución a la controversia
En el caso sometido a estudio, contrario a lo expuesto por el apelante, se advierte que en la actualidad sí se cuenta con un término para dar trámite a la indemnización administrativa por parte de la UARIV -120 días luego de radicarse la totalidad de la documentación-, y es el contenido en la Resolución 1958 de junio 06 de 2018, mediante la cual se fija el procedimiento para el acceso a la referida indemnización.
Como bien lo señaló la Directora de Reparaciones (e) de la UARIV, dicho acto administrativo fue proferido en virtud de lo ordenado por la Corte Constitucional en el auto 206 de abril 28 de 2017 numeral séptimo, en el que se dispuso que debía reglamentar el procedimiento para la obtención de la aludida indemnización. Decisión en la que también, entre otras cosas, se exhortó por dicho Tribunal a los Jueces de la República para se abstuvieran de impartir temporalmente órdenes relacionadas con reconocimientos económicos, y posponer las sanciones por desacato que exige su cumplimiento. 
Se tiene conocimiento que el hoy accionante fue priorizado y se le asignó cita para julio 30 de 2018 con el fin de allegar la documentación pertinente, y luego de ello empiezan a correr los 120 días a los que hace referencia el artículo 12 de la mencionada Resolución 1958, es decir, todavía la entidad se encuentra dentro del plazo establecido.
En esas condiciones, como bien lo determinó la funcionaria a quo, se advierte que por parte de la UARIV se han desplegado las acciones tendientes a que se le otorgue al accionante, de cumplir con los requisitos para ello, la indemnización administrativa.
Adicionalmente, no puede pasarse por alto que hay otras personas que también son víctimas de desplazamiento forzado, quienes han realizado las peticiones en ese sentido con antelación, y cuyos turnos deben ser respetados, porque al igual que el actor son sujetos de especial protección.

Por tanto, como quiera que se comparten los argumentos expuestos por el fallador de primer nivel para negar el amparo de derechos fundamentales, se confirmará la providencia impugnada.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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